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Introducción a un modo de vida no neoliberal


Este no es un libro de historia. Los historiadores encontrarán que los acontecimientos que recoge son demasiado próximos, que la urgencia de su estilo es excesiva, que el ímpetu de sus juicios es tajante. Y todo ello porque, en efecto, no se trata de un libro de historia de la política: más bien, es un intento de hacer política con la historia, incluso contra la historia.


Todo libro es hijo de su época: pero lo fundamental no es que sea mejor que su época, sino lo mejor de su época. Es decir, que sea capaz de colocarse a la altura del presente: por tanto, algo más que un libro, en el sentido cómodo que se asigna a las piezas inertes que adornan los mudos anaqueles de las academias. Mejor sería verlo –leerlo– como una piedra o un grito arrojados para protestar contra el absolutismo de la realidad.


Esto significa que estas páginas se podrán entender mejor si se leen junto a las páginas de su propia realidad social, pero no como su referente sino más bien como sus apuntes al margen, sus anotaciones y comentarios críticos: no su espejo sino más bien su reflejo distorsionado, sus posibilidades no actualizadas, pero presentidas y anheladas.




Esta insistencia es necesaria porque, en los últimos días, la atmósfera del país está cambiando de manera profunda: han retrocedido los defensores del orden neoliberal y las fuerzas progresistas están superando el quietismo al que habían sido reducidas por el absolutismo de la realidad. Este cambio de la relación de fuerzas manifiesta la fragmentación de la hegemonía por la que atraviesa Ecuador desde hace siete años, mostrando hasta qué punto la agenda neoliberal está socialmente aislada. El juicio a Lasso y su opción extrema por un autogolpe es el reflejo distorsionado que nos permite dimensionar la distancia que separa la dictadura del capital narcofinanciero y el hondo rechazo popular que suscita.


A partir de ahora, lo que está en juego no es solo la cuestión electoral: la transición para superar el neoliberalismo autoritario ya no es simplemente institucional, en el sentido restringido del cambio de autoridades en el gobierno. Se trata, por el contrario, de una cuestión política en el sentido más amplio del término: en tanto los poderes fácticos se han arraigado en el núcleo de la cosa pública, la lucha por expulsarlos adquiere una dimensión social general, pues requiere no solo la lucha contra una persona (como fue en la coyuntura del juicio político)o contra una medida (como fue en la coyuntura de lucha legislativa contra el programa neoliberal), sino una batalla amplia y sostenida contra el conjunto de la coalición autoritaria neoliberal: contra aquellos que Moreno invocó, de inmediato al autogolpe, para pedirles “unidad, organización, sincronicidad y, sobre todo, humildad y desprendimiento. Lo tenemos claro o repetimos lo de febrero”.


¿Qué significa “repetir febrero”? Para nosotros, una reivindicación electoral de la democracia; para ellos, un error de cálculo. Del desprecio que muestran aun por los mínimos principios democráticos debemos derivar más que nuestras reservas de indignación, nuestras hipótesis estratégicas.  Las posiciones son claras: solo enfrentando esta casta autoritaria será posible ampliar la actual brecha en el orden político para modificar, de forma duradera, las relaciones de poder vigentes.


Se encuentra en el impulso de todo movimiento renovador de la política romper con las categorías con las cuales se intenta domesticar la lucha social –en el análisis y la práctica– separando un ámbito político de uno social, la izquierda en las instituciones de la izquierda en las calles, la crítica de los poderes de los poderes de la crítica.


Pero toda lucha social general es ineludiblemente social y política: tiene como objetivo no solo destituir el poder vigente, sino también y sobre todo sustituirlo; tiene como agenda reemplazar los intereses de la casta autoritaria por los intereses populares. Tiene un frente de lucha cultural por abolir los sentidos comunes que las castas dominantes han construido para justificar no solo la agenda neoliberal –como la mejor alternativa, o la única– sino principalmente el orden (anti)social que implanta: la falsa normalidad que en el día a día pretende convencernos de que en nuestras vidas es normal la violencia: de la explotación y precariedad laborales, del crimen organizado y los feminicidios, de la privatización de los espacios y servicios públicos, de la destrucción de la naturaleza y de todas las opresiones patriarcales, raciales, coloniales que sufrimos, día a día y sin inmutarnos.


Esta normalidad no está en la naturaleza de los hechos, sino en la desnaturalización de nuestras cabezas. Por eso, el enemigo estratégico no es la casta neoliberal, pues ella es solo nuestro adversario histórico, el enemigo más obstinado que tenemos se aloja en nuestro sentido común, en nuestras mentes y nuestras acciones cotidianas, que en muchos momentos nos llevan a naturalizar la dominación y la opresión, e incluso nos empujan a desear aquello mismo que nos esclaviza. Se  trata, por ende, de plantear una batalla entre algo más que concepciones opuestas de nuestro futuro: lo que está en disputa es cómo vivimos y cómo desearíamos vivir.


Ese es, precisamente, el lugar que quisiera ocupar este libro: levantarse sobre los hombros de las luchas sociales que permitieron el acceso al poder de la Revolución Ciudadana como una alternativa contra el neoliberalismo en Ecuador; y entender por qué hubo luego un retroceso, que nos permita comprender el interregno autoritario de Moreno y Lasso como un momento de suspensión sobre la base de la potencialidad abierta en la memoria de nuestras luchas.


Es decir, destruir la concepción conservadora que entiende la historia como el relato continuado de la dominación soberana de las élites sobre el pueblo, y el momento revolucionario como una excepción a la norma; para postular que, por el contrario, es el momento revolucionario –cuando las demandas del pueblo son representadas por un poder comisario– el que debe constituir la normalidad en la democracia.


Tal estrategia supone más que invertir la historia, convertir la excepción en la norma, trastocar el sentido común, subvertir el discurso oficial con el sonido y la furia que vienen desde abajo, y que hasta ahora solo se habían escuchado en sordina. Se trata más bien de asumir, en la contingencia de los tiempos, la urgencia que nos demanda un cambio radical: pero no solo por nuestra ira contra el presente, más bien por nuestra esperanza en el futuro.


Comenzamos a escribir este libro como un homenaje en el octogésimo aniversario del nacimiento de Agustín Cueva en 2017, autor de ese agudo análisis de la cultura nacional titulado: De la ira a la esperanza (1967). Por eso adoptamos un título como variación en nota optimista: de la ira a la esperanza. Este es el tono dominante en el primer capítulo, que propone un repaso de las acciones políticas y sus resultados  más destacados durante la década de Revolución Ciudadana (2007-2017). El siguiente capítulo fue escrito a finales de 2021, y por ello sirve de contraste: de la esperanza a la ira. La ira proviene de la desviación poselectoral de Moreno hacia la derecha, e intenta asimilar este golpe reconstruyendo sus orígenes, sus motivos y circunstancias.


De la ira a la esperanza, y de nuevo a la ira. No como un retroceso histórico, sino ante todo político. En ambos capítulos se trata, en este sentido, de ejercicios que intentan recuperar la política como arte de lo posible: de los aciertos y avances contra el neoliberalismo, cuando era el dogma imperante y el cambio parecía imposible, en el primer capítulo; de los errores y retrocesos, cuando el cambio posible fue truncado por obstáculos eminentemente políticos, en el segundo.


Este contraste es revelador, aunque tiene límites que coinciden con el enfoque nacional, porque se abstrae del hecho histórico objetivo de que el giro hacia la izquierda fue un fenómeno regional, aún no del todo examinado. Para dimensionar el caso ecuatoriano en esta escala el tercer capítulo adopta una visión panorámica sobre toda la región, y explora los avances contra el neoliberalismo en Ecuador en comparación con los avances o retrocesos de otros países de América Latina, bajo el prisma de la desigualdad y la concentración de la riqueza. Así se confirma que los resultados son –fueron, en el período de la década ganada– muy positivos; y, por eso, alentadores de cara al futuro.


Así, los dos primeros capítulos son secuenciales, reconstruyen un trayecto político del país; el tercero es un corte sincrónico amplio, que muestra una visión regional de conjunto, y permite así comparar al país con otros casos. El epílogo, en su brevedad, resulta una suerte de cabeza de playa hacia el futuro: en forma de tesis que buscan incitar antes que concluir o convencer: en todo caso, disputar.




Esperamos que la lectura de estos tres momentos brinden motivos para superar la oscilación de la esperanza a la ira, y así volver, definitivamente, a la primera. Es decir, que estas páginas sirvan de introducción a un modo de vida no neoliberal.


(Gracias a la editorial Planeta, y especialmente a Viviana Zuluaga Zuluaga por su atenta lectura).











CAPÍTULO 1


De la ira a la esperanza


I. LA HIPÓTESIS REVOLUCIONARIA


Vivir bien es uno de los objetivos últimos de toda revolución. Los conservadores suelen poner esto en duda no tanto porque cuestionen las intenciones, sino sobre todo porque desconfían de las capacidades para lograrlo. En cambio, los revolucionarios no nos resignamos con el presente, tenemos la certeza de que podemos cambiarlo. En términos políticos, este impulso nos encamina hacia la búsqueda de las condiciones y las acciones para hacer posible la vida buena. Cuando los revolucionarios, en sus circunstancias históricas específicas, emprenden cambios en las relaciones de trabajo, en las regulaciones al capital, en la conformación del Estado, etc., lo hacen porque consideran que estos son ámbitos relevantes para conseguir el buen vivir. El peso específico de estas transformaciones da la medida de cada revolución, y es una magnitud que depende, en principio, de cómo los sujetos valoran los cambios que suceden en sus vidas. Esto vuelve problemática nuestra relación con el presente, porque es una relación de pertenencia a la vez que una tarea por cumplir: mientras que el presente nombra lo dado, la vida misma no es lo que somos ya, sino lo que estamos siendo; y la vida buena no es lo que estamos siendo, sino lo que queremos llegar a ser.




Por supuesto, la hipótesis revolucionaria no se puede abordar en términos abstractos, es preciso enmarcarla en las circunstancias y condicionantes geohistóricas y de economía política que connotan cada proceso. En nuestra situación actual1 el dominio neoliberal a escala mundial atraviesa una fase recesiva de acumulación, que se manifiesta en el tránsito de la producción industrial a la financiarización de la economía y la concentración del valor en las nuevas formas de explotación de los bienes comunes, en especial el conocimiento. Este tránsito involucra una nueva división internacional del trabajo, una relocalización de la manufactura a la mentefactura, que va de la mano con el declive del consenso ideológico de Washington y el surgimiento de contrahegemonías en el sur global. En este complejo escenario podemos ubicar las perspectivas del proceso de la Revolución Ciudadana en curso en Ecuador considerando tres cuestiones que se entrecruzan en el plano político, pero que podemos distinguir para el análisis: (i) el impulso antineoliberal contra el presente; (ii) el impulso eudemónico por la vida buena; y (iii) el horizonte poscapitalista, hacia el cual se orienta nuestro rumbo.


El interés de recuperar analíticamente este impulso ambivalente y su horizonte de expectativas es estratégico: reconocer las alianzas y los puntos de anclaje, las resistencias y oposiciones, y los pasos para seguir avanzando. Es decir que, aunque el foco de atención es singular, el objetivo es genérico: la propia dinámica del proceso nos impele a un análisis más amplio que puede servir de contrapunto para los otros procesos en América Latina. Por ello, en nuestra lectura no podemos perder de vista que la hipótesis revolucionaria nos compromete a leer el proceso político en clave de futuro anterior: el porvenir está abierto, es posible vivir mejor,  porque lo sucedido no está determinando lo que sucederá; por el contrario, nuestras aspiraciones marcan cada una de nuestras acciones en el presente.


Podemos afrontar el impulso contra el presente entendiendo primero las operaciones del contrato (anti)social neoliberal (“El programa neoliberal”), que introduce y se sustenta en disyunciones ciudadanas: junto a la ciudadanía plena del libre empresario conviven la desigualdad, la exclusión y la marginación (Disyunciones ciudadanas). Estas disyunciones se reproducen a través de mecanismos de consenso ideológico como la universidad neoliberal, que opera como fábrica de desaliento y resignación al desarticular la formación y la crítica bajo la consigna del pensamiento único, a la vez que separa las trayectorias profesionales de las necesidades sociales (Maquinarias de reproducción).


A continuación, es preciso dar cuenta del impulso por la vida buena, que comienza cuando las disyunciones se transforman en antagonismos ciudadanos como un poder de veto político (“La disputa antineoliberal”), que al cabo se incardina en poder constituyente que postula un proyecto alternativo en un nuevo pacto de convivencia (Antagonismos ciudadanos). Dicho pacto revierte el presente y provoca al futuro mediante acciones estructurantes que configuran una nueva matriz de poder (Nuevo pacto constituyente), cuyos efectos pueden constatarse como reafirmaciones ciudadanas: recuperación de bienes públicos, repotenciación de capacidades y expectativas al alza (Acciones estructurantes). Estas reafirmaciones van más allá de la coyuntura en la medida en que se asientan en mediaciones emancipadoras como las que buscan una nueva universidad que forme conciencias críticas y articule las profesiones con las necesidades sociales, convirtiéndose así en pieza clave para la transformación de la sociedad (Reafirmaciones ciudadanas).




La revisión hasta este punto nos permite seguidamente proyectar el horizonte poscapitalista, hacia el cual nos orientamos (“El proyecto posneoliberal”). Esta orientación hace posible rebatir algunas críticas que pronostican (desean) la caída de los proyectos contrahegemónicos de izquierda por la determinación de un supuesto ciclo “natural” de la economía mundial (volatilidad de las materias primas en el mercado internacional y maldición de los recursos) o de la política nacional (derroche populista y desequilibrios macroeconómicos). Aquí podemos diagnosticar la fatalidad como un problema más complejo, del que es parte el síntoma de la disyunción entre economía y política, y para romper con esta falsa determinación recuperar la consigna reversible: la economía es política concentrada / la política es economía concentrada. En un sentido cronológico el futuro es lo que viene después, pero si seguimos la dirección de nuestra hipótesis revolucionaria el futuro es la semilla del presente. Por eso es posible indagar en el presente primero las alternativas de acumulación (Economías de recursos infinitos) y luego las alternativas a la acumulación (Tiempos bien vividos).


II. EL PROGRAMA NEOLIBERAL


Las circunstancias específicas del presente están marcadas por nuestra oposición al proyecto de dominación neoliberal: un régimen que condiciona la circulación de poderes y saberes que legitiman una serie de prácticas que apuntan a resolver la crisis de acumulación de capital fijo, de finales del siglo XX e inicios del XXI, normalizando nuevas formas de explotación de los seres humanos, que ya no son solo agentes de la acumulación, sino que devienen sus objetos. El día de hoy ya no solo consumimos manufacturas adquiridas en  el mercado, sino que estamos permanentemente conectados en la red virtual que explota y consume nuestra subjetividad cotidiana: relaciones intersubjetivas, modos de vida, afectividades y experiencias. Se impone así una disyunción alienante del sujeto político-económico: si en el siglo XIX la crítica denunció la separación entre el burgués y el ciudadano, en el siglo XXI la vida misma deviene sujeto y objeto de la explotación.


El proyecto neoliberal en este sentido no tiene ninguna esencia propia, pero es operativo y funcional, provoca efectos políticos que suponen el desplazamiento de la razón política desde el Estado social hacia la razón económica del sujeto individual. El individuo aparece así no solo como el agente de circulación y valoración de mercancías, sino sobre todo como la instancia que determina la producción y transmisión de ciertas verdades que atañen a la vida: “algo que debe suceder”.


En esta línea, el principio ideológico en la base del proyecto neoliberal consiste en asumir que la libre concurrencia de las elecciones individuales conduce al óptimo social: de Adam Smith a la escuela neoclásica, dominante en las aulas de ciencias sociales, los vicios privados se subliman como virtudes sociales en el intercambio mercantil, así que no resulta necesaria la coordinación social. Como no hay sujeto colectivo, tampoco hay historia compartida; y, por lo tanto, tampoco hay metas sociales. El determinismo teleológico del historicismo es suplantado así por el determinismo de la contingencia individual. El Estado resulta aquí un mero accidente. Siguiendo estos postulados, la corriente hegemónica de la ciencia económica, que informa las políticas públicas en gran parte del mundo, sostiene que las elecciones individuales para aumentar el ingreso/consumo son las únicas metas posibles y deseables.




Partiendo de esta perspectiva se asume una secuencia putativa donde lo bueno se define como el bien que es útil, y la utilidad se calcula a partir de la elección individual. Esta se entiende como reflejo de las preferencias propias, que se “revelan” a través del “poder de compra” de la persona. De esta manera, se normaliza la cadena de sentido: bien = autointerés = preferencia = elección = satisfacción = bienestar. En esta operación normalizadora se asume el bienestar social como la suma de elecciones individuales reveladas en la compra: y se mide a través del ingreso/consumo, y a nivel social a través del ingreso agregado o consumo agregado, o la producción agregada. Así se reivindica como sujeto agente al individuo trabajador perceptor del ingreso; y en el extremo opuesto se encontraría –tácito, en los niveles discursivo y práctico, como veremos más adelante– el sujeto pasivo “improductivo”, cuyo malestar se mide con la pobreza de ingreso o consumo (Ramírez, 2012).


EL CONTRATO (ANTI)SOCIAL


Este sentido común de la época impregna todos los ámbitos de la vida social. Pero un punto de anclaje primordial se ubica en las definiciones normativas de la ingeniería constitucional. En la tradición (neo)liberal del (neo)contractualismo, la Constitución se asume como un acuerdo que define cómo se han de distribuir los poderes, que se entienden como sustancias naturales discretas que se pueden poseer, transferir y agregar a la manera de la libre concurrencia mercantil. Más allá de esto, toda Constitución es una instantánea del campo de fuerzas –una correlación descriptiva tanto como normativa– en un momento histórico concreto, y tiene efectos y consecuencias en la vida social. En el caso de Ecuador la instantánea neoliberal es la Constitución de 1998, que fue elaborada por una coalición dominada por la derecha-centroderecha (socialcristianos + democristianos = 40 de  70 asambleístas) y con una minoría débil de centroizquierda (socialdemócratas + indigenistas).


La impronta de la constelación político-jurídica de 1998 es un modelo ambiguo de “economía social de mercado”, que en realidad fue un membrete abanderado por los democristianos, pero poco explícito de la situación concreta. Hacia el fin del período constituyente, la coalición de derechas se rompió durante una disputa sobre la privatización de la seguridad social. Los líderes democristianos dimitieron y el bloque socialcristiano también se ausentó. Se formó una nueva mayoría de centro, autodenominada “convergencia”, que se autoprorrogó ocho días más, durante los cuales se añadió a lo aprobado anteriormente un amplio catálogo de derechos.


En esta secuencia de poder dual, si por un lado la minoría de convergencia promovió los derechos de tercera y cuarta generación (se reconoce al país como “pluricultural y multiétnico”, lo que da cabida a los derechos sobre tierras ancestrales, formas tradicionales de organización y patrimonio histórico, educación y administración de justicia indígena en el marco de la ley); por el otro la centroderecha redujo el margen de maniobra estatal en la economía, y subordinó el orden social al mercado: así, se omitió la reserva de “sectores estratégicos” abriendo la puerta para su expropiación (la exploración y explotación de recursos naturales “podrán ser llevadas a cabo por empresas públicas, mixtas o privadas”; se permite “la concesión del uso de frecuencias electromagnéticas”; el aprovechamiento y uso del agua corresponde al Estado “o a quienes obtengan estos derechos, de acuerdo con la ley”); y se indujo la privatización de los bienes públicos (la seguridad social “se prestará con la participación de los sectores público y privado”; “las universidades y escuelas politécnicas crearán fuentes complementarias de ingresos a través de arancelamiento de la matrícula”, etcétera).




En la nueva distribución de poderes de la “economía social de mercado”, mientras al Estado le correspondía “promover el desarrollo de actividades y mercados competitivos” y “mantener una política fiscal disciplinada”, la economía tenía como “objetivo permanente” la “conservación de los equilibrios macroeconómicos, y un crecimiento suficiente y sostenido”. Por otra parte, al Banco Central se le asignó “autonomía técnica y administrativa”, con las funciones de “establecer, controlar y aplicar las políticas monetaria, financiera, crediticia y cambiaria”.


La razón de esta distribución se encuentra más clara en el argumento que durante el debate constituyente publicaron dos conocidos ideólogos neoliberales en un informe “técnico”:


[…] un hecho de la “política real” en el caso ecuatoriano (y en general en América Latina), justifica la necesidad de la autonomía de la política monetaria y la coordinación entre las políticas macroeconómicas, nos referimos a que los gobiernos han demostrado ser proclives a caer en tentaciones populistas (Lucero & Pozo, 1998, p. 11).


Para aclarar los términos, los autores señalan que “se denominan políticas económicas populistas aquellas que, en contextos de gran desigualdad social, son implementadas por los gobiernos con el propósito de compensar dichas desigualdades [y que] generan desequilibrios insostenibles a la economía” (Lucero & Pozo, 1998, p. 29).


De esta inclinación a favor de la disciplina fiscal, autonomía financiera y crecimiento mercantil para conjurar la “tentación populista”, se sigue que las pautas de bienestar se definen, a nivel micro, por la utilidad individual a través del aumento del trabajo/consumo (“el incremento y la  diversificación de la producción orientados a la oferta de bienes y servicios de calidad que satisfagan las necesidades”); y a nivel macro, por el “crecimiento sustentable de la economía”. Las aspiraciones de justicia social se orientan de esta manera hacia la asignación en el mercado y, marginalmente, hacia la asistencia estatal focalizada para asegurar mínimos de supervivencia.


En esta distribución, que resta poder al Estado y lo traspasa al mercado, se establece una nueva concepción de los sujetos políticos: nominalmente se indica que “todos los ecuatorianos son ciudadanos”, pero el ciudadano activo, capaz de ejercer derechos en este modelo social, es el trabajador adulto, capaz de producir/consumir para estimular el crecimiento. Como medida de articulación social al mercado se compromete al Estado a “garantizar el pleno empleo”; y además la exclusión desaparece porque el Estado asegura “el acceso de los pobres a los recursos productivos” y se obliga a “erradicar la pobreza y promover el progreso económico, social y cultural de sus habitantes”. A la par surge una nueva zona liminar, entre empleo/desempleo: los “grupos vulnerables” que son de “atención prioritaria” (niños, adolescentes, mujeres embarazadas, enfermos crónicos y ancianos; es decir, todos los que no caben en la definición de la población económicamente activa).


En efecto, en el documento de planificación expedido por el presidente Mahuad más tarde ese mismo año se confirma:


La implementación de una estrategia de desarrollo sustentable exige una redefinición y reasignación de responsabilidades del Sector Privado, de manera que asuma mayores responsabilidades públicas y se convierta en un factor de estabilización más eficaz que en el pasado. El protagonista  principal, que puede –y debe– liderar el proceso de sostenibilidad del desarrollo, es el empresariado (Odeplan, 1998, p. 48).


Estas maniobras normativas obedecen a la emergencia de un nuevo poder sobre la vida, que entra así en un renovado campo de cálculo, explícito e implícito, como factor económico: en un primer momento el “ciudadano” se coloca en el lugar activo de quien elige, es decir, el agente de trabajo/consumo; pero en un momento subsecuente se desplaza al lugar de quien es objeto de la atención/inatención estatal, vulnerable/pobre; y en ambos casos se subordina a las metas de la acumulación mercantil. En términos de configuración estatal de la política pública, esta disyunción dio paso, en el plano subjetivo, a una topografía marcada por dos espacios de ciudadanía y una zona fronteriza: por un lado, la ciudadanía activa en y a través del mercado, que no entra en la mirada estatal; por otro, la ciudadanía pasiva, objeto de la acción estatal para “erradicar la pobreza”; finalmente el territorio limítrofe de la “atención prioritaria”.


La ética de la mirada universalista de la política social fue así desplazada hacia una óptica local, asumida por la proliferación de organismos del tercer sector (ONG, fundaciones, organizaciones caritativas, etc.; ver Váscones et al., 2005) y la difusión de una nueva ética pública de doble rasero: la reivindicación del éxito emprendedor convive y se justifica con y a partir de la asunción de la caridad residual (como sostiene el ignominioso principio maximin de John Rawls: la distribución inequitativa de la riqueza se justifica si mejora (o no empeora) la situación del más pobre).


En el plano objetivo, la disyunción de la ciudadanía también asume la impronta y marca el carácter ambivalente del Estado neoliberal: la debilidad de la mano social estatal se  evidenció al final del siglo XX cuando se volvió más tangible la precariedad para enfrentar la catástrofe social que provocó el fenómeno de El Niño (1998); y el oportunismo de la mano desreguladora estatal se mostró en la complicidad entre la clase política y el capital financiero durante la corrida bancaria y la dolarización de la economía, que benefició a los acaparadores de divisas (2000). De hecho, la propia Constitución de 1998 indujo normativamente la socialización del atraco de los banqueros en su infame transitoria 42: “Hasta que el Estado cuente con los instrumentos legales adecuados para enfrentar crisis financieras […] el Banco Central del Ecuador podrá otorgar créditos de estabilidad y de solvencia a las instituciones financieras”.


En realidad, el (des)gobierno de la economía nacional se decidía desde mucho tiempo atrás fuera del país: entre 1980 y 2005 se firmaron trece cartas de intención con el Fondo Monetario Internacional (FMI), con sus respectivos compromisos en beneficio del capital financiero. El propio plan de desarrollo de 1998 ya señala el clima de la época: “estamos ante la disyuntiva de mantener el mito de las multinacionales como adverso para nuestro desarrollo, y la intervención estatal como la panacea, o de romperlo y subimos al tren del desarrollo moderno” (Odeplan, 1998, p. 27).


DISYUNCIONES CIUDADANAS


El problema fue que el “tren del desarrollo moderno” descarriló. La ambivalencia estatal se convirtió en condicionante estructural para la concentración de la riqueza, el aumento de la pobreza y las desigualdades sociales. En los últimos cinco años del siglo XX la pobreza aumentó 12,84% hasta alcanzar al 52,18% de la población del país. A partir del año 2000 la estabilidad nominal provista por la dolarización permitió que seis años más tarde la pobreza y la pobreza extrema  retornen a niveles similares a los registrados hace una década. No obstante, dado el crecimiento poblacional y considerando que la tasa de fecundidad de los más pobres es más elevada que el resto de la población, en la década 1996-2006 el número de pobres aumentó en términos absolutos. Es decir que los efectos de los desastres naturales, de la corrida bancaria y el cambio de moneda no impactaron de la misma manera a la población: el proyecto neoliberal, que en la Constitución de 1998 prometía el “acceso de los pobres a los medios de producción” y la “atención prioritaria para los grupos vulnerables”, en los hechos profundizó la desigualdad entre ciudadanos activos y ciudadanos pasivos (ver Ramírez, 2010).


Entre 1990 y 2006 el modelo de “economía social de mercado” tuvo impactos diferentes dependiendo de la categoría ciudadana: los hogares pertenecientes a los estratos de ingresos más altos no vieron retroceder su ingreso per cápita, mientras que, sistemáticamente, los ocho primeros deciles de la población redujeron sus ingresos. En estos dieciséis años, el 90% de la población disminuyó su participación en el ingreso total, mientras que el 10% más rico de los ecuatorianos incrementó la suya del 35% al 43%. Se puede observar que en el período mencionado se confirmó la disyunción de la ciudadanía postulada constitucionalmente en un proceso sistemático de polarización social: mientras en 1990 la diferencia de ingreso entre el 10% más rico y el 10% más pobre era de 19, en el 2006 esta diferencia fue de 36.


Contra la oferta constitucional de la economía social de mercado, la expropiación de los sectores estratégicos y la apertura de la economía al sector privado no erradicaron la pobreza ni integraron a los ciudadanos pasivos al pleno empleo con el incremento de la demanda de nuestro “factor productivo” más abundante, la “mano de obra poco calificada”. Por el contrario, el proyecto neoliberal incrementó la  demanda de mano de obra de “alta calificación”. Esta dinámica provocó, a su vez, una nueva división dentro de la clase trabajadora, con el aumento de la brecha salarial entre “calificados” y “no calificados”; y con ello contribuyó además, con la concentración del ingreso y la ampliación de la desigualdad antes descritas. Sucede que bajo el término “trabajo” se comprenden dos tipos de actividad: la primera involucra el esfuerzo y el agotamiento del cuerpo para cambiar la naturaleza y producir mercancías que no existían antes del proceso; la segunda consiste en ordenar a otros que lo hagan. El primer trabajo no es placentero, está mal pagado y se valora como “no calificado”; el segundo es placentero, se valora como “calificado” y está bien pagado. Por eso en la sociedad neoliberal todos sueñan con convertirse en mánager. (Volveremos más adelante sobre esta cuestión).


MAQUINARIAS DE REPRODUCCIÓN


La disyunción ciudadana inscrita constitucionalmente se reafirmó así en la economía política de la concentración y desigualdad del ingreso. El proyecto neoliberal restauró la riqueza de los sectores más ricos de la población, y empobreció a los más pobres. En estas circunstancias un dirigente del Partido Socialista se preguntaba perplejo: “¿Por qué las fuerzas políticas que, de una u otra manera, mantienen las características injustas de la actual sociedad, tienen credibilidad precisamente en los sectores a los que han empobrecido con sus políticas económicas y sociales?” (Rodas Chaves, 2000, pp. 193-194).


En efecto, a pesar de sus resultados negativos, el proyecto neoliberal fue y, en ciertos momentos y lugares, sigue siendo productivo porque opera no solo en el nivel material, sino sobre todo en el nivel de las mentalidades, ejerciendo una violencia tácita, no explícita ni concentrada únicamente en  aparatos de dominación, sino principalmente difusa en la reproducción de la vida cotidiana. Son consecuencias de esta violencia no solo que continuamente estemos supeditados a procesos de evaluación y cálculo, juicio y corrección para medir nuestra productividad y acrecentarla; sino más aún el hecho de que consentimos con ello. Estas nuevas formas de poder, que operan en instancias micropolíticas, definen cierto sentido común, cierta “normalidad” para enmendar conductas y transformar a los seres humanos en agentes dóciles a la acumulación capitalista. Las normas de rendimiento –cada vez más y mejor– se vuelven instrumentos de (auto)dominación, estándares que niegan y afirman para imponer/aceptar los límites del comportamiento adecuado.


Esta normalidad no se deriva de ninguna ley natural, proviene de procesos que involucran técnicas de intervención y conversión. Los mecanismos por los cuales transitamos de la zona de atención prioritaria estatal a la ciudadanía pasiva improductiva y a la ciudadanía activa productiva, de la infancia ociosa a la vida adulta útil o inútil, son las instituciones educativas, y sus evaluaciones y titulaciones operan como pasaportes para este tránsito por la topografía ciudadana. Las lógicas del éxito y el fracaso, de la competencia incrementalista y la exclusión de los vulnerados y vulnerables, se inoculan así desde las prácticas educativas y sus valoraciones sociales. Un espacio fronterizo en este tránsito es la universidad: porque aquí convergen las aspiraciones profesionalizantes a la ciudadanía activa con las legitimaciones del conocimiento sancionado académicamente, se incorporan las presunciones de lo que ha de ser normal de acuerdo con el horizonte de expectativas neoliberal y se reivindica la productividad de su régimen de poder-saber.


Como se mencionó antes, la universidad pública se privatizó constitucionalmente en 1998, pero las tendencias privatizadoras  del sector universitario venían desde antes: entre 1995 y 2006 la tasa de matrícula en el quintil más pobre de la población aumentó apenas un 5,7%, mientras que para el quintil más rico aumentó un 154,7%. Además, no solo que se implantó la desigualdad en el acceso sino también en el tránsito hasta finalizar la carrera (Ramírez & Minteguiaga, 2010).


Es decir que la universidad se convirtió en un mecanismo funcional para la reproducción de élites socioeconómicas. De ahí que la malla de formación universitaria se supeditó a las autorrepresentaciones y expectativas profesionales de estas élites y la oferta académica comenzó a decantarse por carreras de poca inversión académica (financiera e intelectual) y bajos niveles de formación: en 2010 el 34% de los títulos eran en administración de empresas y solo el 1% en ciencias básicas. Por ejemplo, en la universidad privada más cara del país, la Universidad San Francisco de Quito, el programa de Sociología del Desarrollo que inició en 1990 se cambió ocho años más tarde por el de Gerencia Social y Sociología Aplicada, y el perfil profesional se orientó a formar “una persona que trabaja en la consultoría y/o el desarrollo de programas y proyectos socioeconómicos a nivel nacional, binacional o multinacional” (Campuzano Arteta, 2005).


Esta gerencialización de la universidad, tanto a nivel institucional como de la producción y circulación de saberes, se ha de entender en el marco de la introyección de la ideología neoliberal: la orientación empresarial de las trayectorias profesionales impone la generación de verdades bajo la mirada gerencial, que se prepara para enfocar el mundo desde la trama de la organización administrativa. Mediante transferencias, importaciones y metáforas de la rutina burocrática hacia todos los aspectos de la vida social, el gerente evalúa los intereses y calcula el costo-beneficio y las posibilidades de éxito de cada momento. Pero sobre todo reivindica  la autonomía del mánager en la escala de la jerarquía social, lo que permitiría resolver las causas de crisis tal como las enuncia un convencido ideólogo neoliberal: “Profesionales brillantísimos, con altísimos ingresos económicos, eran regulados y controlados por otros con sueldos mucho más bajos sentados en un escritorio del estado (sic)” (Dahik, 2010, p. 55).


Encontramos aquí ya la insistencia normativa en la disyunción de la ciudadanía. En términos de pertinencia social esta tendencia gerencialista también marcó una disyunción muy tangible en la medida en que resultó (resulta) poco adecuada e ineficiente para un país con un régimen de acumulación primario-exportador y una estructura empresarial hiperconcentrada, lo que se agudizó durante el período neoliberal: en el 2010, el 10% de empresas absorbió el 96% del total de ventas en el país; y dentro de este grupo, el 1% acaparó el 86%. Las empresas más grandes (de doscientos y más trabajadores) representaron el 0,2% del total del país, y abarcaron el 44,1% de las ventas totales; sin embargo, no generaron más que el 24,4% del empleo. En cambio, las empresas pequeñas (hasta diez trabajadores) fueron el 95,4% del total en el país, con tan solo el 16,4% de las ventas totales pero el 44,4% del empleo (datos del Instituto Nacional de Estadística y Censos [Inec]). Es decir que el mánager es un dios cuando sueña, pero solo un mendigo cuando despierta.


Sin embargo, en ciertas ocasiones persiste en la vida cotidiana la ideología del éxito individual según la cual todos podemos aspirar, aunque no cumplamos, al sueño del emprendedor millonario del proyecto neoliberal –mientras escribimos estas líneas Donald Trump ha sido electo candidato presidencial republicano en Estados Unidos–. Pero toda promesa demarca su propio territorio de posibilidades, y con ello las aspiraciones no se pueden aplazar indefinidamente. Los resultados (anti)sociales del proyecto  neoliberal, la evidencia tangible del acaparamiento y la expropiación comenzaron al cabo a generar contramovimientos en la sociedad, y con ello la emergencia de proyectos de ciudadanía alternativa.


III. LA DISPUTA ANTINEOLIBERAL


El proyecto neoliberal fue desgastando sus credenciales, y las disyunciones comenzaron a carcomer las lealtades. La situación era ya insostenible en 2006 cuando solo un 13,8% de la ciudadanía creía que la situación era “buena” y apenas 22% opinaba que iba a “mejorar en el largo plazo”. El rechazo se concentró en la desafección hacia los cuatro partidos políticos que se anquilosaron en la gestión de la legislatura desde el retorno a la democracia, entre 1981 y 2005 (derecha: PSC; centroderecha: DP; centroizquierda: ID; populista: PRE; desde mediados del siglo pasado el casillero representativo del cambio era un casillero vacío). Estos partidos perdieron de manera paulatina su centralidad en la política, reapareciendo prácticamente solo en los momentos de campaña electoral (Pachano, 2006).


En 1996 el 48% de los ecuatorianos sostenía que la democracia podía funcionar sin los partidos; doce años después, la proporción había aumentado al 61% (datos de Latinobarómetro). Entre 1997 y 2008 el promedio de confianza de los partidos en Ecuador no alcanza el 15%, y en las ocho elecciones presidenciales del período ningún partido político fue reelecto: de ocho partidos distintos provinieron los ocho presidentes elegidos, cada uno de los cuales se postulaba como una alternativa radicalmente opuesta a su predecesor. Por aquellos días, en las paredes de la ciudad se podía leer: “Nuestros sueños no caben en sus urnas”. Aunque  las elecciones se mantuvieron como un procedimiento rutinario durante todo el período, el apoyo a la gestión de la clase política cayó hasta umbrales críticos, se incrementaron progresivamente los índices de abstención electoral y de votación nula, y se empezó a volatilizar el respaldo electoral.


Por otra parte, el desafecto ciudadano era correspondido por la clase política: “si las propuestas de una reforma política llegan a enfrentar el dilema entre participación y gobernabilidad, es necesario optar por la segunda” (así se expresa Osvaldo Hurtado en 2005). La asumida impotencia de la clase gobernante dio lugar a que la potencia de lo político comience a desbordar el sistema, en la medida en que las desafecciones se convirtieron en antagonismos hasta el punto de quiebre.


ANTAGONISMOS CIUDADANOS


El adelgazamiento del vínculo de representación iba de la mano con la descomposición estatal, a la vez objetivo estratégico y flanco débil del proyecto neoliberal. Esta debilidad permitió que la desafección se traduzca en creciente movilización social al margen (y en contra) de las instituciones representativas, que a medida que cobró fuerza se activó como un poder de veto del sistema político. Entre 1996 y 2005 se sucedieron siete gobiernos, y los únicos tres presidentes elegidos en las urnas fueron derrocados en medio de amplias manifestaciones sociales de rechazo, y luego tuvieron que huir del país para eludir juicios por corrupción (Abdalá Bucaram, el 5 de febrero de 1997; Jamil Mahuad, el 21 de enero de 2000 y Lucio Gutiérrez, el 20 de abril de 2005). Un nuevo grafiti se repetía con insistencia en las paredes urbanas: “La lucha nos da lo que las urnas nos quitan”.


Los rasgos específicos de cada derrocamiento marcan la magnitud y la composición del poder de veto ciudadano:  mientras las protestas de febrero de 1997 contra Bucaram fueron encabezadas por los partidos opositores y los movimientos sociales, en el derrocamiento de Mahuad en enero de 2000 se aliaron los indígenas con mandos medios del ejército para dar un golpe de Estado que instaló una efímera Junta de Salvación Nacional; en cambio, los levantamientos de abril de 2005 contra Gutiérrez fueron protagonizados por ciudadanos que actuaron al margen de toda estructura organizativa.
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